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González Vargas, Troadio,  Juez Ponente.  
 

R E S O L U C I O N 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de agosto de 2016. 
 
Pro se, el confinado Ronnie Medina García dirigió un escrito a 

este Tribunal. De una lectura de los anejos surge que éste peticionó 

una modificación de su sentencia condenatoria ante el Tribunal de 

Primera Instancia de Carolina (TPI) y que su petición la hacía al 

amparo de los cambios introducidos por la Ley de Enmiendas 

Significantes a la Ley Núm. 146 de 2012, Código Penal de Puerto 

Rico, Ley núm. 246 de 26 de diciembre de 2014. También surge 

que fue sentenciado a 9 años de prisión por infracción al Artículo 

406 de la Ley de Sustancias Controladas (Tentativa y conspiración, 

24 LPRA sec. 2406). No se desprende de los anejos que el señor 

Medina García estuviese extinguiendo pena por algún otro delito.  

El foro de instancia denegó la aludida petición de modificación 

de sentencia. Inconforme, el señor Medina García solicitó 
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reconsideración, la que fue igualmente denegada.1 Aún insatisfecho, 

el señor Medina García sometió una solicitud de certiorari ante el 

propio TPI de Carolina. Al percatarse de su error, en mayo de 2016 

éste peticionó al TPI que le devolviera el recurso enviado para 

remitirlo a este Foro. El 6 de junio de 2016 el foro de instancia 

ordenó que se le enviara al señor Medina García copia del escrito 

que presentó. No fue sino hasta el 23 de junio de 2016 que el 

recurso fue enviado a este Tribunal.  Si partimos de esta última 

fecha como el momento de presentación del recurso ante este 

Tribunal, el mismo se habría presentado tardíamente, fuera del 

término jurisdiccional.2 Bajo esa premisa, claramente carecemos de 

jurisdicción  para acoger el recurso.      

De otro lado,  si tomáramos como fecha de presentación del 

escrito su envió al TPI, lo cual es posible hacerse conforme a la 

Regla 33 de nuestro Reglamento, el recurso de certiorari habría sido   

presentado oportunamente. Ahora bien, en tal eventualidad el 

peticionario no tendría de todos modos razón en su reclamo.  

Nótese que a este se le impuso una sentencia al amparo de la Ley 

de Sustancias Controladas y la Ley 246 es únicamente aplicable a 

los artículos enmendados en el Código Penal de 2012. Es decir, no 

                                                 
1
 Desconocemos con precisión la fecha en que el TPI denegó la reconsideración debido 

a que el señor Medina García no acompañó con su recurso esa determinación. Sin 
embargo, de los escritos anejados deducimos que la denegatoria ocurrió en el mes de 
abril. En cuanto a este punto, advertimos al peticionario que en futuras ocasiones 
acompañe junto a su recurso las determinaciones y documentos pertinentes a la 
decisión que pretende revisar y que sea más preciso en cuanto a los puntos en que está 
en desacuerdo. Si no lo hace se corre el riesgo de que se desestime su recurso por falta 
de perfeccionamiento adecuado.  

2
 La Regla 32 del Reglamento de este Tribunal establece el término para presentar el 

recurso de certiorari.  El inciso D señala lo siguiente:   

El recurso de certiorari para revisar cualquier otra resolución u orden o 
sentencia final al revisar un laudo de arbitraje del Tribunal de Primera 
Instancia se formalizará mediante la presentación de una solicitud dentro 
de los treinta (30) días siguientes a la fecha del archivo en autos de 
copia de la notificación de la resolución u orden recurrida. Este término 
es de cumplimiento estricto. 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B. 
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se extiende a otras leyes o estatutos especiales, como es la Ley de 

Sustancias Controladas. 

 Bajo cualquiera de los escenarios antes señalados, no 

procede remedio alguno en favor de la parte peticionaria.    

Lo acuerda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal.   

  

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 


